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RESUMEN: El presente artículo se propone para discutir las políticas educacionales implementadas en Brasil en los años 90, del siglo XX, en lo que concierne a educación superior. En esa óptica, parte de la compresión de que tales políticas son demarcadas por opciones e intereses sociopolíticos articulados a las mudanzas en el escenario contemporáneo, que se traducen en la aprehensión de las determinantes históricas que norman el proceso  de reforma del Estado brasileño. Esa lógica implica alteraciones en el campo de las políticas públicas, especialmente de las políticas sociales, en la medida en que están en curso, propuestas y proyectos, que se configuran por la minimización del papel del Estado, marcado por la interpenetración de las esferas pública y privada en deterioro de la primera. Las políticas para la educación superior, en ese escenario, son analizadas indicándose sus contradicciones  y sus desdoblamientos efectivos en lo que concierne a los procesos de diversificación y diferenciación institucional, sistema de evaluación, expansión y privatización de ese nivel de enseñanza.
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Reforma del Estado en Brasil: Mercado y tecnología de la información y comunicación

Las relaciones sociales, bajo la hegemonía de las relaciones sociales capitalistas, pueden ser traducidas en este inicio del milenio como resultados de los complejos y significativos cambios, visibilizados por la expresiva revolución tecnológica, las cuales han engendrado alteraciones significativas en el proceso productivo y, en consecuencia, en el contenido y en las formas del proceso de trabajo hasta entonces vigentes. Son alteraciones de todo orden implicando, incluso nuevos horizontes geopolíticos del mundo bajo el lema de la globalización de la economía, y traen un trazo característico intrínseco a la exclusión social y a su justificativa ideológica – el fin de las ideologías y de la historia, pregonando el neoliberalismo como única posibilidad de ajuste y de sobre vivencia, incluso a un elevado costo social. O sea, el proceso resultante de una nueva fase de reestructuración capitalista está marcado por políticas de centralización, de diferenciación y de diversificación institucional y, especialmente, de privatización de la esfera pública.

La crítica al Estado intervencionista, efectuada por los partidarios del neoliberalismo, y la búsqueda de la minimización de la actuación del Estado en lo  que se refiere a las políticas sociales, por la reducción o eliminación de las políticas de protección, son preescritas como camino para la retomada del desarrollo económico por medio de la reforma del Estado. La defensa ideológica de esa reforma está implementada por el discurso de modernización y racionalización del Estado, objetivando, de ese modo, la superación  de los males  del mundo contemporáneo (desempleo, hiperinflación, reducción del crecimiento económico...) y de adaptación a las nuevas demandas por el proceso de globalización en curso. Según Fernando Henrique Cardoso:

Vivimos en un escenario global que trae nuevos desafíos a las sociedades y a los Estados nacionales (...). Es imperativo hacer una reflexión a un tiempo realista y creativo sobre los riesgos y las oportunidades del proceso de globalización, pues solamente así será posible transformar el Estado de tal manera que él se adapte a la nuevas demandas del mundo contemporáneo. (Cardoso, 1998, p.15)

Corroborando con  esa lógica, propone, aún, la reducción  de la máquina estatal y privatización de bienes y servicios en que la reforma del Estado las entiende como superación de “visiones del pasado de un Estado asistencialista y paternalista”, por medio de la transferencia de la producción de bienes y servicios “a la sociedad, a la iniciativa privada” (ídem, Ibid.).

Aliado a esa premisas, Bresser Pereira (1998, p33) aboga cambios en las formas de organización y gestión del Estado por medio de una administración pública gerencial que rijan como sectores del Estado moderno “  “el núcleo estratégico, a las actividades exclusivas, los servicios no exclusivos y la producción de bienes y servicios para el mercado”. La salud, la educación, la cultura e investigación científica componen, en ese proyecto, el sector de servicios no exclusivos, los cuales el “Estado provee, pero que,  como no envuelven el ejercicio del poder inherente del Estado, pueden ser también ofrecidos por el sector privado y por el sector público no estatal “(no-gubernamental)”. Tal lógica implica alteraciones sustantivas en el campo educacional en lo que se refiere a la organización jurídica de las instituciones educativas al posibilitar, entre otros aspectos, nuevos procesos de regulación y gestión y formas de privatización en el área educativa.

En el caso brasileño, demarcado históricamente por un Estado patrimonial los ruedos tradicionales del poder político sufren algunos ajustes en la dirección de la mercantilización de las condiciones sociales, agravando aún más el horizonte de las conquistas sociales, al transformar derechos en bienes, subyugando su usufructo al poder de compra del usuario, mercantilizando las luchas a favor de la ciudadanía por el culto a las leyes del mercado. Ese concepción política y económica, en el caso brasileño, implicó en la última década una mayor concentración de riquezas, incremento de la corrupción, privatización de la esfera pública y, consecuentemente, el crecimiento de las injusticias sociales y la diversificación e intensificación de los procesos de exclusión social.

El estado brasileño, históricamente caracterizado como ente partidariamente vinculado a los intereses del sector privado, se configura por una enorme deuda social en el sentido de ampliación de los derechos sociales y colectivos, o sea, de la esfera pública. De ese modo, la inserción del país en la lógica neoliberal, como coprotagonista en el proceso de globalización en curso, sintonizado con las premisas de liberación económica, desregulación financiera, alteraciones sustantivas en la legislación  de seguridad social y trabajo y, fundamentalmente, en la intensificación de los procesos de privatización de la esfera pública, ha sido presentada por los sectores dirigentes como un claro indicador de modernización del hasta entonces Estado Patrimonial. La perspectiva neoliberal, en ese contexto es, ideológicamente difundida apenas como reformulación de la gestión del desarrollo capitalista, en la cual la desigualdad se acepta como norma, el desempleo, como contingencia necesaria al desarrollo del capital.

Las transformaciones “societales”, engendradas por la revolución técnico científica, por el neoliberalismo y por la banalización del Estado Nación, resultan en alteraciones sustantivas en los procesos de (des)sociabilidad capitalista, conforme convergencia utilitarista a los intereses del mercado, por medio de la ampliación y de la naturalización de los procesos de exclusión social, regidos por aspectos nefastos como “un monumental desempleo, una enorme precariedad del trabajo y una degradación creciente en la relación metabólica entre el hombre y la naturaleza, conducida por la lógica “societal” volcada prioritariamente para la producción de mercaderías, que destruyen el medio ambiente en escala globalizada” (Antunes, 2001, p.13).

La énfasis ideológica dada a esos procesos revela, la mística de que estos resultan del avance tecnológico y no de opciones económicas y políticas que tiene el mercado como portador de racionalidad y modelador de las formas de organización social. En el sentido contrario de esa comprensión es fundamental no perder de vista que las tecnologías no determinan la sociedad, “dado que la tecnología es la sociedad, y la sociedad no puede ser representada en sus herramientas tecnológicas”, (Castells, 1999, p.25) O sea las nuevas tecnologías no se presentan como simples vehículos de la ideología dominante o herramientas de entretenimiento puro e inocente. Al contrario, se hace fundamental comprenderlas como herramientas producidas y apropiadas socialmente, ya que las nuevas tecnologías incorporan y diseminan discursos sociales y políticos, cuyo análisis e interpretación no son uniformes o padrónizadas, lo que exige métodos de análisis y críticas capaces de articular su inserción en la economía política y en las relaciones sociales en que éstas son creadas, vehiculadas y recibidas. Pensar el papel de las nuevas tecnologías, en ese contexto, implica romper con la mística que acentúa el papel de las tecnologías de la información y comunicación (TIC) como las protagonistas sociales, remitiendo al necesario desvelo del Estado en sentido más amplio, entendido como espacio de lucha política y expresión de condensación de fuerzas entre sociedad civil y política, y de su materialización en el campo de las políticas engendradas y materializadas por el Estado en la sociedad. O sea, es fundamental romper con la naturalización de concepciones y sistemas políticos como si fueran meros resultados de inflexiones de bases digitales o resultantes de la pretendida hegemonía asumidas por los recursos de media (prensa). Al mismo tiempo, implica no perder de vista la complejidad del escenario sociopolítico en que las TIC asumen papel significativo, como vehículo formativo, teniendo en vista que imágenes, sonidos, narraciones, proveen símbolos, mitos y recursos que favorecen la constitución del senso común desagregado y funcional.

Las políticas educacionales en Brasil y el papel de los organismos internacionales.

El Banco Mundial, o Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y agencias de las Naciones Unidas (ONU) se configuran como importantes interlocutores multilaterales de la agenda brasileña. En el campo educacional, esos interlocutores, particularmente el Banco Mundial revitalizan su actuación en el país a partir de la década de 1980.
En el presente análisis, nos vamos a reportar a la actuación del Banco Mundial, considerando que su liderazgo en el proceso de reestructuración y apertura de las economías a los nuevos marcos del capital sin fronteras. Además de esa premisa general, se hace notorio el papel que ese organismo ejerce en el ámbito educacional en América Latina y, particularmente, en Brasil, al difundir, entre otras medidas, en sus documentos una nueva orientación para la articulación entre la educación y producción del conocimiento, por medio del binomio privatización y mercantilización de la educación.

De las orientaciones generales del Banco Mundial es posible desprender la prescripción de políticas educacionales que inducen las reformas concernientes al ideario neoliberal, cuya óptica de racionalización del campo educativo debería acompañar la lógica del campo económico, sobretodo a partir de la adopción de programas de ajuste estructural. En esa dirección, Soares afirma que:

En los años, la eclosión de la crisis de endeudamiento abrió espacio para una amplia transformación del papel hasta entonces desempeñado por el Banco Mundial y por el conjunto de los organismos multilaterales de financiamiento (...). De un Banco de Desarrollo, inductor de inversiones, el Banco Mundial se tornó guardián de los intereses de los grandes creadores internacionales, responsable por asegurar el pago de la deuda externa y por emprender la reestructuración y apertura de esas economías, adecuándolas a los nuevos requisitos del capital globalizado. (Soares, 1996, p.20)

La actuación del Banco Mundial en el ámbito de las políticas educacionales han indicado el papel de este organismo internacional como importante interlocutor de la política macroeconómica, en sintonía con el Fondo Monetario Internacional (FMI). La redefinición de la función del Estado en Brasil, por medio de la adopción de directrices del Banco Mundial, según Leher (2001, p.162), se efectúa en la medida  en que “los préstamos están siendo condicionadas a la adopción, por el país que asume el préstamo, de las directrices de los organismos. Siendo el MEC el equivalente a una sub-sección del banco, ahí la convergencia es completa.

Al analizar las políticas propuestas por el Banco Mundial para la educación, Coraggio (1996) indica como su fundamento  reduccionismo economicista presentes en las proposiciones para el área educacional, cuyo fin se centra en la visión unilateral de costos y beneficios. De ese modo tal concepción de política se asienta: en la defensa de la descentralización de los sistemas (énfasis en el localisno, desarticulación de sectores organizados...); en el desarrollo de capacidades básicas de aprendizajes necesarios a la exigencias del trabajo flexible; en la reutilización de los recursos públicos para la educación básica; en  énfasis a la evaluación y a la eficiencia, induciendo a las instituciones a la competencia; en la implementación de programas compensatorios (programas de salud y nutrición, por ejemplo),, donde se hacen necesarios: en la capacitación docente en programas paliativos de formación en servicio, entre otras orientaciones.

Esos indicadores revelan el carácter utilitarista presente en las concepciones del Banco Mundial para la educación, pues fragmentan, desarticulan la lucha por la democratización de la educación en todos los niveles, entendida como un derecho social inalterable. Al defender el principio de la priorización de la educación básica, cuyo foco es la educación escolar, se busca construir mecanismos ideológicos, sobretodo en países como Brasil que por lo menos se garantizó la democratización del acceso a la educación básicay a la permanencia en ese nivel de enseñanza.

Al priorizar la educación básica escolar, restricta al aprendizaje de las habilidades cognitivas básicas, las propuestas del Banco Mundial indican que el discurso de la centralidad del conocimiento, a respecto del enunciado, se configura como un artificio de retórica y adhesión a la premisas del neoliberalismo reduciendo el proceso de formación a una visión de racionalidad instrumental, tutelada, restricta y funcional ante el conocimiento universal históricamente producido. En contrapartida, esas políticas acarrean la postergación de proyectos de educación no formal, el redireccionamiento de la educación profesional y el proceso creciente de privatización de la educación, especialmente de la educación superior.

En ese sentido, es fundamental que destaquemos las recomendaciones del Banco Mundial para la educación superior contenidas en el documento La enseñanza superior: Las lecciones derivadas de la experiencia (1995), cuyas prescripciones son claras en el sentido de: 1) privatización de ese nivel de enseñanza, sobretodo en países como Brasil, que no consiguieron establecer políticas de expansión de las oportunidades educacionales propuestas por la garantía de acceso y equidad a la enseñanza fundamental, así como, por la garantía de un padrón de calidad a ese nivel de enseñanza; 2)estímulo a la implementación de nuevas formas de regulación y gestión de las instituciones estatales, que permitan alteraciones y arreglos jurídico-institucionales, orientadas a  la búsqueda de nuevas fuentes de recursos junto a la iniciativa privada bajo el argumento de la necesaria diversificación de las fuentes de recurso; 3)aplicación de recursos públicos en las instituciones privadas; 4) eliminación de gastos con políticas compensatorias (vivienda, alimentación); 5) diversificación de la enseñanza superior, por medio del incremento a la expansión del número de instituciones no universitarias; entre otras.

Es fundamental que no perdamos de vista, que alteraciones sustantivas han sido efectuadas en la agenda de la educación superior en Brasil en el camino de esos preceptos, a pesar de movilizaciones expresivas de la sociedad civil organizada. En la agenda de las políticas educacionales para la educación superior, es particularmente notable la condición del país como socio y fiel depositario de las prescripciones internacionales, particularmente del Banco Mundial, como veremos:

Las alteraciones jurídicas e institucionales en el campo de la educación superior en Brasil en los años 90.

Las políticas educacionales en Brasil, en ese contexto, vienen siendo normadas por cambios, destacándose de sobremanera, los de orden jurídico institucional. En el área educacional, la aprobación de la Nueva Ley de Directrices y Bases (LDB) y del Plano Nacional de Educación (PNE) se colococan como paso decisivo en esos cambios.

En los años 90, especialmente en la gestión de Fernando Henrique Cardoso, las políticas públicas son reorientadas por medio, entre otros procesos, de la reforma del Estado que, como explicamos anteriormente, engendra alteraciones sustantivas en los padrones de intervención estatal, redireccionando mecanismos y formas de gestión y, consecuentemente, las políticas públicas y, particularmente, las políticas educacionales en sintonía con los organismos multilaterales. Tales acciones en el área educacional se expresan en el proceso que resultó en la aprobación de la Ley de Directrices y Bases de la Educación Nacional (Ley nº 9.394/96), negando parte de las luchas y cauces encaminados por la sociedad civil, especialmente el Forum Nacional en Defensa de la Escuela Pública.

La tramitación de LDB es, en ese contexto, expresión de los embates trabados en el ámbito del Estado y en los desdoblamientos asumidos por él en el reordenamiento de las relaciones sociales y de las mudanzas tecnológicas bajo la premisa ideológica de la globalización de la economía.

El texto de LDB, referencia básica para la educación nacional, incorporó,  a lo largo de su tramitación, varios dispositivos referentes a la educación superior, objeto de proyectos de ley y de decretos, de reforma constitucional, que reformaban por dentro la educación superior en Brasil, muchos de ellos frutos de embates desarrollados a lo largo de los años 80. Ese controvertido desdoblamiento de las directrices para la educación nacional y su adecuación a las medidas del Ministerio de Educación (MEC) llevaron a la caracterización de la LDB como una lei minimalista  (Cunha, 1996). El análisis de las políticas para la educación superior, por lo tanto, sólo puede ser entendida con la comprensión de los varios instrumentos y mecanismos que preconizan la reforma de ese nivel de enseñanza y de su relación orgánica con el proceso de reforma de Estado en curso en Brasil.

A LDB, entendida como ley complementaria que reglamenta las directrices y bases para la educación nacional, fue promulgada bajo la premisa de la Constitución Federal de 1998, que trajo consigo un conjunto de dispositivos en el capítulo de la educación, destacándose la gratuidad de la enseñanza pública en todos lo niveles, la gestión democrática de la escuela pública, la separación entre enseñanza, investigación y extensión en la educación universitaria, la autonomía de las universidades, entre otros, fue precedida por edición de leyes, de decretos, que la orientan y rigen. En ese contexto, es oportuno destacar: la Ley que determinó el cambio radical en la elección de dirigentes de las universidades federales (Ley nº9.192/95), alterando la composición del colegio electoral y permitiendo la reconducción de rectores y directores a los respectivos cargos, a ser ocupados por docentes adjuntos a los titulares la Ley nº 9.131/95, que reglamentó el Consejo Nacional de Educación e instituyó evaluaciones periódicas en las instituciones y en los cursos superiores, resultando, desde la edición del decreto nº249/96 del MEC, en los exámenes nacionales de cursos (ENC); el Decreto nº2.026/96, definiendo los procedimientos para evaluación de las instituciones de enseñanza superior y de los cursos.

A LDB reserva a la educación superior un conjunto de los principios que indican alteraciones para ese nivel de enseñanza, normado, de un lado, paradójicamente, por los procesos mencionados de descentralización y flexibilización presente en esa legislación y, de otro lado, por nuevas formas de control y padronización por medio de procesos de evaluaciones estándar. Cury (2001) llama la atención para las varias voces diferentes, presentes en la legislación, cuyos sonidos no son unísonos y, al mismo tiempo, el autor indica los ejes normativos de  la LBD, tales como: flexibilidad y descentralización de competencias que tienen como contrapunto la reglamentación de los órganos normativos articulados a la implementación de un sistema nacional de evaluación en contraposición al Sistema Nacional de Educación.

La LBD estableció, más aún, en las disposiciones transitorias (art. 87 SS 1º) que la Unión (el Estado ) debería, en el plazo de un año, encaminar al Congreso Nacional  la propuesta del Plan Nacional de Educación (PNE), indicando directrices y metas para la Década de la Educación (1996-2006). Tal perspectiva regiría implementación de políticas educacionales para el país.

La propuesta de PNE del MEC/Instituto Nacional de Estudios e Investigaciones Educacionales (INEP) aprobada en contramano por intensas movilizaciones de la sociedad civil, revela los siguientes indicativos de políticas para la educación superior: diversificación del sistema por medio de políticas de expansión de la educación superior, la no amplificación de los recursos vinculados al gobierno federal  para ese nivel de enseñanza, la medición de la calidad de enseñanza mediante sistema de evaluación, amplificación del crédito educativo desarrollando recursos estatales, énfasis en el papel de la educación a distancia, Se destaca, también, en el referido documento, la ausencia de mecanismos concretos de financiamiento para la ejecución de las medidas, lo que, ciertamente resultará en la concretización de nuevos formatos de privatización de ese nivel de enseñanza, respaldada por la interpenetración entre las esferas públicas y privadas.

Al analizar los procesos de privatización, Gentili (1998) llama la atención para las especificicidades de esa lógica en el campo educacional, sobre todo en lo que se refiere a la provisión y al financiamiento de esas actividades. La dinámica privatista en el campo educacional, según Gentili (1998, p.75), envuelve tres modalidades institucionales complementarias, a saber: “1) provisión pública con financiamiento privado (privatización del financiamiento); 2) provisión privada  con financiamiento público (privatización de la provisión); 3) provisión privada con financiamiento privado (privatización total)”.

Tales premisas, ciertamente, complementan la organizacidad de las políticas para ese nivel de enseñanza al ratificar los principios de diversificación de las fuentes de financiamiento y diferenciación del sistema, regidas por un proceso de evaluación y de creciente privatización de la educación superior en el país.

La evaluación de la educación superior: Centralización, diversificación y diferenciación

La evaluación, entendida como uno de los ejes estructurales de las políticas educativas contemporáneas (Áfonso, 2000: Dias Sobrinho y Ristoff, 2000; Catani, Dourado y Oliveira, 2002), articulada con base en varios procesos evaluativos, se vincula a los cambios económicos y políticos más amplios, indicando horizontes y perspectivas sociales, ideológicas y de gestión de esos procesos.
En sentido contrario de un proceso evaluativo emancipatorio, inductor del desarrollo institucional, las políticas de evaluación de la educación superior en Brasil buscan la estandarización y la medición de la producción académica  orientada, prioritariamente, para las actividades de enseñanza. De ese modo, considerando el conjunto de acciones desencadenadas por el MEC para la educación superior, se deslinda una orientación práctica de la unión, sea, la de descentralización directiva de esas políticas, caracterizadas también por la ausencia de interlocución del MEC con los segmentos organizados de las comunidad académica y sindical y por la adopción de evaluaciones normativas y de criterio (Dias Sobrinho, 2002)

Cabe destacar, en ese contexto, la gran centralización del sistema de evaluación en el proceso de reforma de educación en el país, especialmente en lo que se refiere a la educación superior. Esos procesos evaluativos resultan de alteraciones en los procesos de gestión y de regulación de ese nivel de enseñanza, permitiendo al estado desencadenar cambios en la lógica del sistema, que resultan en la diversificación y diferenciación de la educación superior y, consecuentemente provocan impactos en la cultura institucional de las instituciones de enseñanza superior, especialmente de las universidades. Evaluaciones parciales como las efectuadas por el Examen Nacional de Cursos (Examen de Selectividad) han legitimado una clasificación (ranking) de las instituciones de enseñanza superior.

Al analizar el sistema de evaluación de educación superior en Brasil, Catani, Dourado y Oliveira (2002) indican cuatro presupuestos para el debate: 1) el sistema de evaluación constituido viene implementando, poco a poco, un proceso de economización de la educación que altera objetivos, valores y procesos educativos en el campo de la educación;2) el sistema de evaluación instituido amplía el poder del control del Estado y altera significativamente la lógica de constitución del campo y el relacionamiento entre las instituciones de enseñanza superior; 3) las políticas de evaluación están promoviendo cambios significativos en la gestión universitaria, en la producción del trabajo académico y en la formación profesional. Por fin, esos autores (2002, p. 113) llaman la atención para la evaluación como campo de disputa, al señalar que ésta se constituye en un terreno de respuesta importante, porque puede evidenciar los fines de educación, el concepto del hombre y el proyecto de sociedad que se quiere desarrollar, aunque, “en la práctica, la evaluación haya ganando, en Brasil, gran centralismo como forma de control y de definición de políticas que estimulan la expansión competitiva en la enseñanza superior”






Las alteraciones provocadas por las políticas educacionales en Brasil no pueden ser comprendidas sin el entendimiento de las contingencias históricas y económicas que  rigen el escenario actual de las transformaciones societarias del mundo actual. A lo largo del texto, buscamos deslindar elementos macro estructurales que nos ayudan a comprender, en ese enfoque, la reforma del Estado brasileño y sus inflexiones en el área educacional, destacando, especialmente la organización de las políticas para la educación superior en Brasil y sus vinculaciones con los organismos mundiales, particularmente con las premisas básicas del Banco Mundial para América Latina.

Considerar esos procesos es vital cuando se desea deslindar el contexto en que se presenta las políticas para la educación superior, asi  como los límites y las posibilidades de construcción de su  contrapartida, por medio de los actores y proyectos de inclusión y de garantía del derecho social a la educación en todos los niveles.

La educación superior en Brasil es emblemática en la medida en que reestructura, rompiendo con el principio de indisolubilidad entre enseñanza, investigación y extensión, por medio de acciones deliberadas en pro de un creciente proceso expansionista, normado por políticas inductoras de diversificación y diferenciación institucional, lo cual en el caso brasileño, ha significado una expansión pautada, hegemónicamente, por el aligeramiento de la formación y por la privatización de ese nivel de enseñanza.

Las políticas de expansión de la educación superior, en ese contexto, se configuran por medio de movimientos asincrónicos, caracterizando ese nivel de enseñanza en el país como amplio y heterogéneo, a través de prácticas de naturaleza pública y privada, con predominio de estas últimas. En los últimos años, ese proceso expansionista fue deliberamente conducido por las políticas oficiales, habiéndose cosubstanciado por naturaleza y carácter predominantemente privado, como la creación de nuevas IES, la creación de nuevos cursos y formatos organizativos reestructuración de las IES, entre otras. Tales políticas han resultado en un intenso proceso de masificación y privatización de la educación superior en Brasil, caracterizado por la falta de recursos y privatización de la agenda científica, negligenciando el papel social de la educación superior como espacio de investigación, discusión y difusión de proyectos y modelos de organización de vida social, teniendo como objetivo la garantía de los derechos sociales. La LDB y el PNE, con los vetos presidenciales en lo que se refiere al financiamiento, revelan la lógica intrínseca a la política deliberada de privatización de la educación superior. Articulado a esos instrumentos legales, se revela en el país un sistema de evaluación que estimula las IES a la condición de instituciones operacionales, por medio de test estandarizados que alteran las instituciones, alteran la lógica del trabajo académico, redireccionan la estructura y los proyectos académicos, normados por políticas de gerenciamiento institucional, al gusto de las exigencias del mercado, naturalizando, de ese modo, la privatización de la enseñanza superior.

Tal perspectiva nos coloca delante de una creciente complejidad de la educación superior y de los procesos de privatización en ese nivel de enseñanza, remitiéndonos, por un lado, a analizar y comprender el complejo proceso de reestructuración del Estado y las alteraciones en las políticas de regulación y de gestión para el área de defensa de una deseada eficiencia y racionalidad de la esfera privada en contraposición a la esfera pública y, por otro lado, a construir la contrapartida de ese movimiento, con la articulación entre amplios sectores de la sociedad, en defensa de un proyecto de educación superior pública pautado; 1) por la garantía de la naturaleza y del carácter público de las IES; 2) por un patrón unitario de calidad social, efectuado por medio de la indisolubilidad entre la enseñanza, la investigación y la extensión; 3) por la efectivización de un sistema nacional de educación que articule proyectos y políticas para el área incluyendo, en ese contexto, un sistemática nacional de evaluación que sea inductora del desarrollo institucional de las IES; 4) por la expansión y consolidación de la educación superior pública, con garantía de financiamiento del Poder Público, y por la adopción de políticas incluidas a los sectores mayoritarios de la sociedad, entre otros posicionamientos.

La construcción de la educación superior pública como patrimonio de la sociedad, entendida como espacio de construcción colectiva, implica el alargamiento de sus horizontes como espacio de formación amplia que no se restrinja a la formación de profesionales stricto sensu.

Notas
1. En esa óptica, el neoliberalismo designa una tendencia hegemónica contemporánea y “no constituye efectivamente un cuerpo teórico propio, original y coherente. Esta ideología dominante es principalmente compuesta proposiciones prácticas y, en el plano conceptual, reproduce un conjunto heterogéneo de conceptos y argumentos, “reinventando” el liberalismo pero introduciendo formulaciones y propuestas mucho más próximas del conservadorismo político y de una suerte de darwinismo social distante por lo menos de las vertiente liberales del siglo XX” (Draibe, 1993, p.86). La perspectiva neoliberal se sitúa, por lo tanto, como una reformulación del patrón de gestión del desarrollo del capitalismo, presente en la concepción de Estado Liberal intervencionista keynesiano, vigente en la vertiente denominada Welfare State, O Estado de Bienestar Social, caracterizado entre otros aspectos, por la implementación de la esfera pública por medio del incremento de políticas sociales, postulando la garantía de otros aspectos, por la implementación de la esfera pública por medio del incremento de políticas sociales, postulando la garantía de patrones mínimos de vida con la finalidad de mantener el estímulo al desarrollo y la consolidación de las economías de mercado, en ese caso, se trata, por lo tanto, del fotalecimiento del papel del Estado, por intermedio de la adopción de una facción intervencionista en la economía.

2. El Estado patrimonial se entiende como espacio de prevalencencia de los privilegios, mediados por el lema clientístico en perjuicio del Estado de derecho.

3. Al respecto de la perspectiva neoliberal y el papel del Estado, ver Sader y Gentili (Orgs.), 1995, y Tavares y Fiori (Orgs.), 1993.

4. Al respecto, ver Pino (1997), que señala que el Proyeto sustituto Darcy Ribeiro implicó, entre otros aspectos, la ruptura del espacio social de la construcción de la ley, resultando en pérdidas históricas para los partidarios de la educación pública y en la asunción del Ejecutivo en la conducción y en el comando de la formulación de un nuevo proyecto de LBD.

5. Entre las iniciativas desencadenadas en los años 80 se destacan, entre otras: el Programa de Evaluación de la Reforma Universitaria (PARU), en 1983; la Comisión Nacional para la Reformulación de la Educación Superior, en 1985; el Grupo Ejecutivo para la Reformulación de la Educación Superior (GERES), en 1986.

6. Las iniciativas de elaboración del referido plano se efectivizan por intermedio de dos canales: la articulación de la sociedad civil y la elaboración de propuesta preliminar por el INEP/MEC. A lo largo del año 1997, varias iniciativas fueron tomadas , como objetivo de la consolidación del PNE , destacándose la realización de consultas a entidades sindicales y científicas, debates, audiencias y la realización del II Congreso Nacional de Educación (CONED). Resultando de ese proceso dos propuestas de PNE: la del II CODED denominada Propuesta de la Sociedad Brasileña, y la Propuesta del Ejecutivo federal, ambas protocoladas en el Congreso Nacional. La tramitación de esas propuestas y la consolidación efectiva del PNE con la aprobación de la propuesta del INEP/MEC refrenda, aún más, la lógica gerencialista y mercantil normadora de las políticas educacionales en curso.

7. Entre las metas aprobadas para la educación superior merecen destaque: la ampliación de la oferta de enseñanza pública, de modo que se asegure una proporción nunca inferior a 40% del total de las vacantes; énfasis a la institucionalización de un amplio y diversificado sistema de evaluación interna y externa que englobe los sectores público y privado; diversificación del sistema superior de enseñanza, entre otras.

8. Dourado (200I y 2001a), al analizar el embate político ideológico entre los defensores de la enseñanza pública y privada en Brasil llama la atención para los nuevos contornos asumidos por la promiscua relación entre la esfera pública y privada intensificada en Brasil, sobre todo, en los años 90, en la medida en que, en muchos casos, el Poder Público ha sido accionado para subvencionar directa o indirectamente al sector privado. De ese modo se afirma que que “el uso de edificios y equipamientos públicos han sido una constante, mediante contratos, préstamos u otras soluciones jurídicas, en deterioro del Poder Público. El apoyo financiero, en algunos casos, ha sido efectuado en varias localidades del país, por medio de la donación de terrenos, construcción de edificios, compra de libros y equipos, pagos  de consultorías y proyectos académicos, entre otros. Los casos de subvenciones del Poder Público, sobre todo el municipal, ha sido dado con el aval del Poder Legislativo, en muchos casos.
Corrobora para la implementación de esas subvenciones la mística de la implementación de Instituciones de Enseñanza Superior, vista como factor de prestigio y, fundamentalmente, como eficaz marketing en los procesos electorales” (2001ª, p.291)

9. Ristoff (2002) al analizar el Examen Nacional del Cursos, revela el carácter seudo-evaluativo de ese modelo, al situar su lógica constitutiva como visión utilitarista, particularista y mercadológica, que niega una concepción amplia de educación superior. En esa óptica operacional y de resultados, la política de evaluación vigente niega a la universidad su papel, en lo que concierne al perfeccionamiento de la calidad material de vida, de la intolerancia con la injusticia, en fin, a la construcción de una educación ciudadana pactada por la democratización del acceso y de la permanencia en la universidad pública, gratuita y de calidad social. En esta perspectiva, el autor denuncia el carácter orgánico de esas políticas, al afirmar que que “si la el examen de selectividad por sí solo es incompetente para probar que la graduación pública es mala, la política que lo subyace es visiblemente victoriosa en el estímulo a la ampliación desenfrenada de la enseñanza superior privada” (2002, p.31)

10. Sguissardi (2000, p. 48-49), al abordar los procesos de alteraciones en el campo de la educación superior, indica que, en el caso de la diferenciación institucional, las políticas educacionales en curso en Brasil, bajo la figura del discurso de la incapacidad de absorber toda la demanda para la educación superior, recomiendan el establecimiento oficial de la “dualidad institucional universidades de investigación – que asociaría enseñanza investigación extensión – y universidades de enseñanza, en el caso presente representadas por las IES no universitarias, de las cuales no se exige el vínculo enseñanza investigación extensión, puesto que están centradas especialmente en la actividades de enseñanza”. En relación a la diversificación de las fuentes de financiamiento, tales políticas recomiendan, según  Sguissardi, “que el estado, debilitado por el déficit público, gradativamente se aparte (aún más) del  manutenimiento de ese nivel de enseñanza.
Respondería a la tesis de que la educación, principalmente la superior, sería un servicio público no exclusivo del Estado y competitivo, resultando de esto la propuesta (más que  recomendación) constante del Plan Director de Reforma del actual gobierno de transformación de las instituciones Federales de Enseñanza Superior (IFES) en organizaciones sociales, además de las propuestas del MEC de nueva matriz de financiamiento y de autonomía de las IFES – incluyendo contratos de gestión – hasta la retomada, en el Ejecutivo y en el Legislativo de la idea de la enseñanza no gratutita en la enseñanza superior pública (...)”.

11. El Art. 45 de la LBD define que “La educación superior será enseñada en instituciones de enseñanza superior, públicas o privadas, con variados grados de alcance o especialización” (Brasil, 1996). El artículo 7º del decreto 3.860/2001 define que: “en lo que se refiere a su organización académica, las instituciones de enseñanza superior del Sistema Federal de Enseñanza se clasifican en : I universidades; II – centros universitarios; y III facultades integradas, facultades, institutos superiores o escuelas superiores”.

12. Catani y Olivera (2002), al analizar esas alteraciones en el campo universitario, llaman la atención para el proceso de metamorfosis de las universidades públicas, destacando que la lógica intrínseca en ese movimiento no respeta la historia, la identidad y el proceso de construcción de autonomía en cada institución. Esa lógica resulta, según los autores, como consecuencia de la política de diversificación y diferenciación de la educación superior en el país, implementada con el objetivo de expansión acelerada del sistema.
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